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Consulta Previa para los Pueblos Étnicos en Tiempos de Brecha Digital. 

 

Marie Dayana Balanta Arboleda** 

Resumen  

Este artículo examina la implementación de la consulta previa en tiempos de brecha 

digital.  Se aborda la Consulta Previa como un derecho fundamental para los pueblos étnicos, 

cuyo propósito es garantizar la participación efectiva de los pueblos en las decisiones 

susceptibles de afectar sus territorios, cultura, formas de vida y autonomía. Sin embargo, en los 

últimos años, la implementación de mecanismos tecnológicos y virtuales para el desarrollo, 

especialmente a partir de la pandemia por COVID-19 ha evidenciado profundas desigualdades 

asociadas a la brecha digital, generando tensiones entre la modernización administrativa y la 

protección de los derechos colectivos étnicos. Por ello, el presente artículo analiza cómo la 

brecha digital impacta el proceso de consulta previa en los territorios de los pueblos indígenas, 

negras, afrodescendientes, raizales y palenqueros en Colombia. A Través de este artículo se 

evidencia que las limitaciones de acceso a la tecnología, sumadas al desconocimiento de las 

formas tradicionales de deliberación y toma de decisiones, afectan la participación efectiva de las 

comunidades y pueden vulnerar derechos asociados a la autonomía, la autodeterminación y el 
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consentimiento libre, previo e informado. A su vez se concluye que la consulta previa virtual, ha 

sido impulsada sin consultar o tener conocimiento de las realidades sociales, culturales y 

tecnológicas de los pueblos étnicos, lo cual puede convertirse en una barrera para el ejercicio de 

sus derechos fundamentales, por lo que resulta necesario fortalecer este mecanismo de 

participación intercultural que respete las prácticas tradicionales y las instituciones propias de los 

Pueblos Étnicos. 

 

Palabras Clave 

Consulta Previa, pueblos étnicos, brecha digital, autonomía cultural, participación efectiva. 

   

Abstract 

This article examines the implementation of prior consultation in the context of 

the digital divide. Prior consultation is addressed as a fundamental right of ethnic 

peoples, aimed at guaranteeing their effective participation in decisions that may affect 

their territories, culture, ways of life, and autonomy. However, in recent years, the 

implementation of technological and virtual mechanisms for conducting prior 

consultation, particularly following the COVID-19 pandemic, has revealed profound 

inequalities associated with the digital divide, generating tensions between administrative 

modernization and the protection of ethnic collective rights. Therefore, this article 

analyzes how the digital divide impacts the prior consultation process within the 

territories of Indigenous, Negro, Afro-descendant, Raizal, and Palenquero peoples in 

Colombia. The findings show that limited access to technology, combined with the 

disregard for traditional forms of deliberation and decision-making, affects the effective 
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participation of these communities and may undermine rights related to autonomy, self-

determination, and free, prior, and informed consent. Furthermore, it is concluded that 

virtual prior consultation has been promoted without adequately considering the social, 

cultural, and technological realities of ethnic peoples, which may turn it into a barrier to 

the exercise of their fundamental rights. Consequently, it is necessary to strengthen 

intercultural participation mechanisms that respect traditional practices and the 

institutions of ethnic peoples. 

Keywords 

Prior Consultation; Ethnic Peoples; Digital Divide; Cultural Autonomy; Effective Participation. 

 

Introducción 

El presente artículo es resultado del proyecto de investigación aceptado en el 

módulo de investigación I, orientado a estudiar el impacto que han tenido los medios 

virtuales y tecnológicos  en la aplicación del derecho a la Consulta Previa a los pueblos 

étnicos en Colombia.  Este  nace a partir de la siguiente pregunta de investigación ¿Cómo 

la brecha digital impacta el proceso de consulta previa dentro de los territorios de los 

pueblos étnicos?; el cual busca a través del objetivo general,  examinar el impacto que 

tienen las limitaciones tecnológicas en la participación de los pueblos étnicos dentro de 

los procesos de consulta previa, analizando cómo las restricciones pueden vulnerar sus 

derechos fundamentales y afectar así su autonomía, limitando su capacidad de incidencia 

en las decisiones que involucran sus territorios. De acuerdo a los objetivos específicos del 

proyecto, el presente artículo se divide en tres partes; la primera es analizar los 
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fundamentos normativos, doctrinales y jurisprudenciales que sustentan el derecho 

fundamental a la consulta previa en Colombia a partir de los estándares establecidos por 

organismos internacionales y su incorporación en el ordenamiento jurídico nacional. Para 

el segundo ítem se busca analizar cómo la implementación de herramientas tecnológicas 

en los procesos de consulta previa desvirtúa los mecanismos tradicionales de 

participación de los pueblos étnicos. Y finalmente, se determinará como el uso de 

herramientas tecnológicas en los procesos de consulta previa afecta las prácticas 

tradicionales, la autonomía cultural y la toma de decisiones de los pueblos étnicos.  

 

Este artículo se desarrolla bajo un enfoque cualitativo hermenéutico de carácter exploratorio y 

documental. Para ello, se realiza una revisión crítica de la literatura académica especializada, la 

normativa internacional y nacional aplicable, pronunciamientos de los pueblos étnicos emitidos 

por sus propias organizaciones culturales y políticas, así como la jurisprudencia de la Corte 

constitucional colombiana y la del Consejo de Estado relacionadas con la protección de los 

derechos étnicos y el acceso a mecanismos de participación.  

Esta metodología no busca generalizar resultado, sino profundizar la comprensión del 

fenómeno desde un panorama activo y crítico, así como dar evidencia de la existencia de la 

brecha digital no solo como una representación de limitaciones técnicas, sino como una forma de 

exclusión estructural que afecta los derechos colectivos de los pueblos étnicos.  

A su vez, la metodología investigativa utilizada permite visibilizar la distancia entre la 

normativa formal y el establecimiento práctico del derecho a la consulta previa, principalmente 

cuando esta es realizada por medios tecnológicos impuestos. En este aspecto la metodología 

empleada permite construir una crítica argumentativa robusta que respalda la exigencia de una 
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participación informada, culturalmente adecuada, presencial y libre para los pueblos étnicos 

colombianos.   

Asimismo, se busca aportar elementos de reflexión que constituyan al fortalecimiento de 

mecanismos inclusivos de participación que sean acorde con las realidades sociales, culturales y 

tecnológicas de los pueblos étnicos en Colombia.  

Organizaciones supraestatales y estatales sobre el derecho a la consulta previa  

 

La Consulta Previa ha sido definida por organizaciones internacionales, que se dedican 

en campos de investigación a los derechos laborales como la OIT y que paradójicamente se ha 

interesado por la diversidad étnica, incluso, conceptualizando afirmando lo siguiente, “El 

derecho a la consulta es un derecho humano de titularidad colectiva, con alcance específico para 

los pueblos indígenas” (Oficina Internacional del Trabajo. (1989)). 

Este derecho de Consulta Previa se encuentra en tratados internacionales, como el 

Convenio 169 de la OIT, que fue reconocido y ratificado por el Congreso colombiano como un 

instrumento internacional, el cual través del bloque constitucional se puntualizó en la ley 21 de 

1991, la cual reconoce el derecho que tienen los Pueblos étnicos a ser consultados, cada vez que 

se prevean medidas administrativas o legislativas susceptibles de afectar directamente a los 

pueblos. 

Desde la academia se tiene una perspectiva más amplia sobre lo que es la Consulta 

Previa, entendida, “… como la acción que posibilita acuerdos con los pueblos indígenas en el 

momento en que una decisión les concierne” (Llano, 2021, p.362). Es por ello que la Consulta 

Previa tiene como finalidad que los pueblos étnicos sean parte activa al momento de tomar 

decisiones ya sean administrativas o legales que afecten sus territorios ancestrales, costumbres e 
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integridad. Es por ello, que la consulta previa en Colombia no puede tomarse únicamente desde 

una perspectiva interna del ordenamiento jurídico nacional, ya que, su desarrollo ha estado 

profundamente influenciado por organizaciones y sistemas jurídicos supraestatales, quienes han 

contribuido a la construcción de estándares nacionales e internacionales de protección de los 

pueblos Indígenas y NARP.  Por su parte, la doctrina jurídica colombiana ha estudiado 

ampliamente el fenómeno de consulta previa desde diferentes perspectivas, dando así paso, a 

interpretar la consulta previa como una herramienta esencial para materializar el carácter 

garantista y pluralista que Estado Colombiano ha reconocido a través de la Constitución Política 

de 1991, es por ello que para doctrinarios como Rodrigo Uprimmy Yepes señalan que; 

 

 “La Carta de 1991 es entonces la constitución de la diversidad, pues no sólo reconoce y 

ampara las diferencias, sino que constituye e instituye mecanismos jurídicos y políticos para 

potenciarlas, como la jurisdicción indígena, las acciones en favor de grupos discriminados, o las 

circunscripciones electorales para minorías” (Uprimmy Yepes, 2006) 

 

Sosteniendo así que la constitución de 1991 transformó el modelo tradicional 

Constitucional Homogéneo al reconocer sujetos colectivos titulares de derecho. Desde esta 

perspectiva, la consulta previa constituye un instrumento que permite armonizar el desarrollo 

económico con el respeto por la autonomía y la diversidad cultural. Lo cual refleja la creciente 

interacción que debe existir entre el derecho nacional y el derecho internacional de los derechos 

humanos, fortaleciendo las reivindicaciones territoriales y culturales de los pueblos indígenas.  
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Por su parte la Corte Constitucional Colombiana, ha sido la principal impulsora del 

desarrollo jurisprudencial de la Consulta Previa, señalando la importancia que tiene este tipo de 

instrumentos en los Pueblos étnico En sentencia SU -039 de 1997 la Corte Constitucional 

puntualiza que;  

 

“La institución de la consulta a las comunidades indígenas que pueden resultar afectadas 

con motivo de la explotación de los recursos naturales, comporta la adopción de relaciones de 

comunicación y entendimiento, signadas por el mutuo respeto y la buena fe entre aquéllas y las 

autoridades públicas, tendientes a buscar: a) Que la comunidad tenga un conocimiento pleno 

sobre los proyectos destinados a explorar o explotar los recursos naturales en los territorios que 

ocupan o les pertenecen, los mecanismos, procedimientos y actividades requeridos para ponerlos 

en ejecución. b) Que igualmente la comunidad sea enterada e ilustrada sobre la manera como la 

ejecución de los referidos proyectos puede conllevar una afectación o menoscabo a los elementos 

que constituyen la base de su cohesión social, cultural, económica y política y, por ende, el 

sustrato para su subsistencia como grupo humano con características singulares. c) Que se le dé 

la oportunidad para que libremente y sin interferencias extrañas pueda, mediante la convocación 

de sus integrantes o representantes, valorar conscientemente las ventajas y desventajas del 

proyecto sobre la comunidad y sus miembros, ser oída en relación con las inquietudes y 

pretensiones que presente, en lo que concierne a la defensa de sus intereses y, pronunciarse sobre 

la viabilidad del mismo. Se busca con lo anterior, que la comunidad tenga una participación 

activa y efectiva en la toma de la decisión que deba adoptar la autoridad, la cual en la medida de 

lo posible debe ser acordada o concertada” (Corte Constitucional, SU-039/1997, del 21 de 

febrero). 
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Estableciendo así que, la explotación de los recursos naturales, de los territorios étnicos exige 

una participación efectiva de las comunidades afectadas, por ende, el Estado Colombiano debe 

seguir un protocolo que cumpla con los preceptos mínimos de participación. Uno de los fallos 

más importantes en esta materia sucedió en Sentencia SU.123 de 2018, en el cual la corte 

estableció reglas normativas y jurisprudenciales necesarias para la protección del derecho de 

consulta. En dicha sentencia la corte afirmó que,  

 

“Cuando la medida sea susceptible de afectación directa al pueblo étnico, se aplican todas las 

reglas de deliberación con las comunidades tradicionales, conforme al derecho a la consulta 

previa y con el propósito genuino de llegar a un acuerdo. En caso de que la consulta sea 

adecuadamente realizada pero no conduzca a un acuerdo, la administración deberá implementar 

la medida con base en los principios de razonabilidad y proporcionalidad” 

La afectación directa intensa aplica cuando una medida amenace la subsistencia de la comunidad 

tradicional, por lo cual, en principio, la ejecución de la medida requiere el consentimiento previo, 

libre e informado de las comunidades tradicionales y en caso de no llegar a un acuerdo, 

prevalecerá la protección de las comunidades tradicionales” (Corte Constitucional, SU-123/2018, 

del 15 de noviembre). 

Por lo cual, la consulta previa constituye un derecho fundamental de carácter irrenunciable y que 

debe realizarse, siempre y cuando exista una afectación directa a un pueblo étnico. Por ende, se 

debe precisar que cuando una medida implique una afectación intensa capaz de comprometer la 

autonomía, tradiciones y cosmovisiones de un pueblo étnico no basta con consultar, sino que 

resulta necesario obtener consentimiento libre, previo e informado.  
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En este contexto, la consulta previa evidencia una transformación profunda del concepto clásico 

de soberanía estatal, toda vez que, el Estado ya no actúa de manera aislada, sino que  debe 

armonizar sus decisiones con los compromisos adquiridos supraestatales   como la OIT, el 

sistema Internacional de Derechos Humanos y Naciones Unidas. Realidad la cual refleja la 

consolidación de una gobernanza multinivel en la que los derechos de los pueblos étnicos ocupan 

un lugar central dentro del Estado Colombiano.  

 

 

Herramientas tecnológicas y su incidencia en la garantía de participación étnica 

dentro de la consulta previa. 

 

 La Consulta Previa ha tenido diversas variaciones en su forma de aplicación, 

particularmente con la emergencia sanitaria del COVID 19, la cual impulsó la idea de 

implementar esta, a través de medios electrónicos. Iniciando así, un fuerte debate sobre su 

pertinencia, eficacia y legalidad, al momento de la toma de decisiones que afectan a los pueblos 

étnicos. Lo complejo de esta situación radica en que ni siquiera la pandemia detuvo los procesos 

de intervención y afectación sobre los territorios de las comunidades étnica toda vez que; “el 

Gobierno colombiano solicitó a los pueblos indígenas que se llevarán a cabo procesos de 

consulta previa de forma virtual para múltiples proyectos públicos y privados en sus territorios” 

(Franco, 2023, pág.106). 

La implementación de este mecanismo virtual generó un amplio rechazo por parte de los 

pueblos étnicos y de las organizaciones culturales y políticas que los representan. Si bien el 

Gobierno colombiano justificó el uso de herramientas tecnológicas, la principal preocupación 
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radicó en que la Consulta Previa no constituye un simple procedimiento informativo, sino un 

espacio de diálogo intercultural en el que las comunidades deliberan colectivamente sobre las 

posibles afectaciones que pueden generarse en sus territorio y formas de vida. Por ello, la 

participación efectiva requiere escenarios amplios de discusión interna las cuales no llegaron a 

cumplirse mediante las tecnologías. Situación la cual desencadenó un descontento por parte de 

líderes y organizaciones étnicas; sosteniendo; 

“Que los procedimientos de las consultas deben incluir a las comunidades de manera 

general. Ya que varios de los proyectos propuestos son avalados o rechazados por las asambleas 

comunitarias, las cuales, en este momento de confinamiento, no pueden llevarse a cabo” (Franco, 

2023, pág. 106).  

 

Por consiguiente, al implementar esta medida se estaría vulnerando el derecho a la libre 

determinación el cual consiste en “el derecho de determinar libremente su condición política y 

perseguir libremente su desarrollo económico, social y cultural” (Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, 2021, pág.103), virtud de la cual se puede interpretar que el gobierno 

Colombiano no ha tenido en cuenta diversos factores sociales y étnicos, que hacen que la 

implementación de este tipo de instrumentos tecnológicos no sean idóneos para las comunidades; 

y que además, al tratar de buscar “desarrollo” no ha tenido en cuenta que estas comunidades 

rechazan rotundamente la implementación de las Tics en el momento de realizar consultas 

previas. Es por esto, que para autores como Arturo Escobar (2014). “El llamado “desarrollo” 

siempre se ha vivido y reinventado con sus propias inflexiones en nuestro Continente” (p.25). 

Por lo que se puede advertir que los pueblos étnicos enfrentan constantemente limitaciones 

técnicas debido a que sus formas tradicionales de tomar decisiones colectivas, las cuales no son 
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compatibles con esta nueva forma de desarrollo establecidas, como lo son las plataformas 

virtuales. A su vez, el autor resalta que: 

 

Los derechos de los pueblos indígenas, campesinos y afrodescendientes a sus territorios 

pueden ser vistos en términos de dos grandes procesos entrelazados: la problematización 

de las identidades “nacionales”, con el concomitante surgimiento de conocimientos e 

identidades indígenas, afrodescendientes y campesinas; y la problematización de la vida, 

en relación con la crisis de la biodiversidad, el cambio climático y el incremento del 

ritmo de la devastación ambiental por las industrias extractivas y las tecnologías. Ambos 

procesos convergen en las conceptualizaciones y prácticas de los territorios mantenidos 

por comunidades y sus organizaciones étnico-territoriales en muchas partes del mundo, 

(Escobar, 2014, p.19). 

Cuestionando así, la idea de la existencia de una única identidad en el pueblo 

colombiano, toda vez que la misma Constitución Política de Colombia, ha establecido en su 

artículo 7 que “El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 

colombiana” (Senado de la República de Colombia, 1991). Por ende, se debe tener en cuenta la 

fuerza de identidad propia y diferentes que tienen las poblaciones étnicas; lo cual implicaría el 

reconocimiento de los saberes, cultura y formas de vida que a medida del tiempo han sido 

invisibilizadas por el Estado. Generando consigo, estas medidas impuestas como lo es, el 

desarrollo de la consulta previa a través de medios electrónicos. Es por ello que autores como 

Marco Wilhelmi (2008) han manifestado que; 

 La imposibilidad de seguir negando la presencia de pueblos diversos, de distintas 

culturas, en una misma realidad estatal, ha de llevarnos a poder entender que es posible 
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concebir una organización política basada en la coexistencia de una pluralidad jurídica 

fruto de distintos sujetos colectivos. (p. 21). 

 

Por ende, ya no se puede ignorar que dentro del Estado Colombiano conviven diferentes 

pueblos étnicos con lenguas, cosmovisiones, cultura y formas de vida diferente; por lo que, se 

debe pensar un modelo donde todos los pueblos puedan ser parte activa, en el momento de tomar 

decisiones y no implementar medidas que afecten sus derechos y autonomía.  

 En reiteradas ocasiones Organizaciones de las comunidades étnicas han manifestado que 

su rechazo rotundo por los mecanismos tecnológicos a la hora realizar la consulta previa 

manifestando que la postura del gobierno colombiano; 

Desconoce el contenido y el alcance del derecho fundamental de los pueblos indígenas a 

la consulta previa, el cual tiene un soporte normativo y jurisprudencial que obliga al 

Estado colombiano a garantizar su ejercicio, más allá de un mero trámite formal.  Por lo 

tanto, todo proceso debe estar guiado por los principios de buena fe, consentimiento 

previo, libre e informado; participación activa y eficaz de la comunidad, diálogo entre 

iguales y, procedimiento flexible y adecuado. (Comisión Nacional de Territorios 

Indígenas, 2020). 

 

Además, el Convenio 169 de la OIT también ha establecido que los pueblos tienen el 

derecho a ser consultados mediante procedimientos apropiados con el fin de no vulnerar el 

derecho al consentimiento libre, previo e informado, manejando el respeto a las instituciones que 

representan a las comunidades. Igualmente, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas en su artículo 18 ha establecido que; 
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 Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones en las 

cuestiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos 

de conformidad con sus propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus 

propias instituciones de adopción de decisiones, (Naciones Unidas 2007, del 27 de 

septiembre). 

 

Reforzando la necesidad de que los pueblos étnicos especialmente los Indígenas, 

participen de manera activa en los procesos de toma de decisiones con pleno respeto a su 

autonomía. Asimismo, el artículo 19 de la misma, ha especificado la responsabilidad que recae 

en los estados de promover una cultura donde las decisiones sean tomadas desde la buena fe, es 

por ello que este artículo establece que; 

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 

interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar 

medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento 

libre, previo e informado (Naciones Unidas 2007, del 27 de septiembre). 

 

La imposición de la consulta previa virtual o tecnológica contradice profundamente los 

principios de justicia social que subyacen en un Estado social de derecho Por ello para que exista 

una verdadera democracia se necesita que los autores de esta tengan igual capacidad y 

condiciones participativas. En este sentido una Consulta previa desigual excluye a quienes se 

presume son las comunidades a las cuales se les ha dado este derecho con el fin de preservar sus 

creencias, tradiciones y cultura.  
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A su vez, el riesgo de una consulta previa de manera tecnológica radica en que esto 

produce un modelo de desarrollo hegemónico, desconectado de las realidades que viven las 

comunidades étnicas y contradictorio a sus derechos fundamentales. Por ende, es necesario una 

revisión crítica y estructural de políticas relacionadas con la participación digital, el 

reconocimiento y las necesidades procesos presenciales garantizando el consentimiento libre e 

informado en contextos adecuados culturalmente. 

Esto, considerando que la base de la cual se debe construir los valores morales como la 

igualdad, honestidad y libertad se encuentra en la justicia social. En otras palabras, para Rawls 

una sociedad sólo puede llamarse moral cuando todos tienen acceso a derechos, libertades y 

oportunidades bajo principios justos garantizando así las condiciones equitativas para todos los 

pueblos. Autores como León Olive (2009) amplían esta visión al resaltar que: 

En las sociedades multiculturales donde hay desigualdad y relaciones de dominación 

entre pueblos y entre culturas deben establecerse con fundamento en un principio de 

justicia social, políticas de compensación, así como mecanismos de asignación 

diferencial de recursos, en favor de los pueblos y de los grupos culturales que han estado 

en desventaja por largos periodos. Más aún, el mismo principio de justicia social justifica 

el derecho de los pueblos indígenas a participar en los procesos de toma de decisiones 

relativos al control y a la explotación de los recursos naturales de los territorios donde 

viven, así como sobre las formas de canalizar y distribuir los beneficios de dicha 

explotación (p. 3). 

Es por ello que, imponer la consulta previa mediante plataformas digitales en contextos 

donde no existen condiciones simbólicas, materiales y además donde existe una continua 
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negación por parte de las comunidades para su uso, representan una injusticia social que va en 

contra del derecho de autodeterminación, dado que, en lugar de subsanar desigualdades esta 

medida lo que hace es profundizar, consolidando un modelos de participación vertical y 

desequilibrado dejando sin voz y voto a los pueblos étnicos. Considerando que este tipo de 

herramientas tecnológicas, primero; no garantizan la participación efectiva de las comunidades, 

segundo; fragmenta el diálogo intercultural al no poder ser desarrollados en sus lenguas 

originarias y en sus espacios territoriales compartidos; y por último, existen condiciones de 

desconfianza sobre los sistemas Institucionales, toda vez que la veracidad de sus decisiones 

puede ser manipuladas afectando su autodeterminación.  Es por ello, que constantemente se ha 

reiterado que la consulta previa es un derecho fundamental el cual debe ser garantizado para los 

pueblos étnicos.  

 

Autonomía cultural, prácticas tradicionales y decisiones de los pueblos étnicos en brecha 

digital. 

La creciente tendencia del Estado en implementar mecanismos virtuales sin considerar 

las condiciones y el pensamiento cultural de las comunidades, prevé la existencia de un 

desconocimiento en los procesos tradicionales de participación utilizados por los pueblos étnicos.  

Esto adquiere especial gravedad en un Estado el cual ha reconocido los derechos de los pueblos 

étnicos a través de la Constitución Política de 1991 en  su artículo 7mo, el cual reconoce y 

protege la diversidad étnica y cultural,  así como el artículo 330  en el que se menciona la forma 

de organización de los pueblos Indígenas puntualizando que estos estarán organizados “por 

consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades” 

(Senado de la República de Colombia, 1991), y  su vez, la misma Constituyente le otorgó a las 
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Comunidades Negras a través del artículo 155 transitorio la creación de la ley 70 de 1993, que 

garantiza sus derechos colectivos, organizándose en Consejos Comunitarios de las Comunidades 

Negras, otorgando así a los pueblos étnicos el derecho a la autonomía en sus territorio,  y a su 

vez concediendo la potestad de que esta haga uso y manejo de sus recursos naturales, 

fortaleciendo así sus tradiciones y cultura, en concordancia con el sistemas normativos.  

Por lo tanto, considerar la incorporación de herramientas tecnológicas en los procesos de 

participación y toma de decisiones de los pueblos étnicos, ha generado tensiones jurídicas y 

culturales frente a los principios de autonomía, autodeterminación y respeto por las practicas 

tradicionales de los pueblos indígenas, negros, afrodescendientes, raizales y palenquero. Es por 

ello que, la brecha digital no constituye una mera limitación de acceso a la tecnología, sino, se 

entiende como una falta grave que afecta la autodeterminación que poseen las comunidades. 

Dicha autodeterminación, ha sido definido por la misma Corte Constitucional como; 

“El derecho que les asiste a decidir sobre los asuntos culturales, espirituales, políticos y 

jurídicos, de acuerdo con sus usos y costumbres. Dentro de los ámbitos de aplicación de la 

autonomía de los pueblos indígenas se encuentra el derecho al autogobierno. Este busca 

garantizar la autonomía en el establecimiento de sus instituciones jurídicas y sistemas tanto 

normativos como de gobierno. En consecuencia, no son las comunidades indígenas las que deben 

ajustar su funcionamiento interno a la normatividad de la sociedad mayoritaria. Es esta última la 

que debe respetar el derecho de los pueblos a identificarse e identificar a sus miembros, es decir, 

reconocer la existencia y validez legal del sistema de derecho propio indígena” (Corte 

Constitucional, T-072/2021, del 24 de marzo) 
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Lo cual se traduce en la importancia, que tiene el derecho a decidir de manera autónoma 

sobre los asuntos que pueden vulnerar sus pensamientos culturales, políticos, espirituales y 

jurídicos, conforme a sus tradiciones, costumbres y usos. Esto les permite a los pueblos étnicos 

crear y aplicar sus propias instituciones, normas y formas de organización. Además, es de señalar 

que las comunidades no están obligadas a adaptar su funcionamiento interno, a las normas de la 

sociedad mayoritaria, por el contrario, es el Estado el encargado de reconocer y respetar la 

validez de su sistema de derecho propio y su capacidad para definir su identidad cultural. Pero en 

la actualidad este derecho de autodeterminación resulta no estar siendo respetado, toda vez que el 

aceptar o proponer la idea de realizar consulta previa de manera virtual resulta un grave 

desconocimiento a los sustentos normativos definidos por la misma Corte Constitucional y los 

diferentes entes institucionales. 

 

Es por ello, que no solo basta con las definiciones que ha dado la ley y sus precedentes 

judiciales y constitucionales, teniendo en cuenta que, hasta la misma doctrina de escritores, han 

tenido que definir este derecho de autodeterminación. Para autores como Marco Wilhelmi (2008) 

la autonomía o la conocida autodeterminación de las comunidades constituyen un factor de 

importancia manifestando que esta “debe entenderse a la vez como fin y como medio. El fin es el 

reconocimiento de la libre determinación y el medio muchas veces es la misma práctica cotidiana 

del autogobierno” (pág.16).  

Es así como, es importante que el derecho de autodeterminación de los pueblos étnicos 

debe ser tomado como un principio orientador de cualquier política pública dirigida a estas 

comunidades. Sin embargo, en la implementación de medios tecnológicos este derecho no ha 

sido garantizado por parte del Estado, ya que en muchos casos estas iniciativas digitales se 
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diseñan con desconocimiento de las realidades sociales, culturales y territoriales de los pueblos 

étnicos.  

 

 

 

 

De igual forma, la sentencia T-129 de 2011 ha sido enfática en mencionar que la consulta 

para las comunidades étnicas debe ser previa, libre e informada garantizando el principio de la 

buena fe. Es por ello que esta sentencia enfatiza que; 

 

Cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran escala, que tengan mayor 

impacto dentro del territorio de afrodescendientes e indígenas, es deber del Estado no 

sólo consultar a dichas comunidades, sino también obtener su consentimiento libre, 

informado y previo, según sus costumbres y tradiciones, dado que esas poblaciones, al 

ejecutarse planes e inversiones de exploración y explotación en su hábitat, pueden llegar 

a atravesar cambios sociales y económicos profundos, como la pérdida de sus tierras 

tradicionales, el desalojo, la migración, el agotamiento de recursos necesarios para la 

subsistencia física y cultural, la destrucción y contaminación del ambiente tradicional, 

entre otras consecuencias; por lo que en estos casos las decisiones de las comunidades 

pueden llegar a considerarse vinculantes, debido al grave nivel de afectación que les 

acarrea, (Corte Constitucional, T-129/2011, del 3 de marzo). 
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Este derecho ha sido respaldado por la Comisión Internacional de Derechos Humanos 

(2021) teniendo en cuenta que para esta; 

 La libre determinación proviene de un proceso de reconocimiento de su propia historia y 

la de sus antepasados, de su identidad diferenciada y la lucha por sus derechos. La 

autodeterminación es la fuerte conexión de sus integrantes con el territorio, que es 

espacio de construcción de lazos familiares y sociales, de trabajo, del nacimiento, crianza 

y muerte de las personas. La conciencia sobre la lucha por la tierra es fundamental, así la 

libre determinación significa tener la posibilidad de permanecer en su territorio con 

dignidad y respeto (pág. 33). 

 

Lo cual implica que los pueblos étnicos tienen la capacidad de definir sus propios 

mecanismos de consulta y participación en concordancia con su forma de organización, 

cosmovisión y relación espiritual que poseen con sus territorios. Lo cual implica que la 

imposición de herramientas tecnológicas sin concertación previa con los pueblos étnicos 

deslegitima el proceso y a su vez constituye una transgresión directa al derecho de 

autodeterminación. 

La imposición de tecnologías como requisito de participación sin considerar el total 

rechazo de las comunidades representa una forma de violencia simbólica que anula la voz de las 

comunidades que necesitan ser escuchadas. Es por ello que en lugar de exigir a las comunidades 

adaptación a las tecnologías, es menester del Estado transformas sus mecanismos de 

participación teniendo en cuenta las cosmovisiones de cada pueblo étnico, para que exista 

inclusión y respetos en los derechos colectivos, garantizando así un modelo de democracia 

plurinacional, basado en la equidad, justicia social y autodeterminación.  
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En síntesis, la implementación de mecanismos tecnológicos en los procesos de 

participación de los pueblos étnicos no puede manifestarse ni mucho menos entenderse como un 

avance en la modernización del Estado Colombiano, sino que debe entenderse ya analizarse a la 

luz de los derechos fundamentales de autonomía, diversidad cultural y autodeterminación 

reconocidos por la mismas Constitución,, jurisprudencias y los distintos instrumentos 

internacionales ratificados por Colombia. La brecha digital trasciende la falta de acceso a las 

tecnología; pues también representan un obstáculo para el ejercicio efectivo del autogobierno, la 

consulta previa y la preservación de las formas propias de organización y toma de decisiones. Es 

por ello, que cualquier política pública que se quiera realizar por medio de herramientas digitales 

en escenarios de participación resulta afectar el ejercicio de los derechos colectivos de los 

pueblos étnicos.  
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